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    LEYENDA


     


    Hace siete años, y para impartir la asignatura “Ordenación del Territorio, Urbanismo y Medio Ambiente”, comencé a tomar notas y dar estructura sistemática a lo que, pasados los años, llegaría a ser este libro. Así que este es un libro inicialmente concebido para la docencia.


    Pero, con el tiempo, también he querido que el libro pudiera ser útil en otros ámbitos, profesionales y académicos. Para conjugar esta diversidad de fines y destinatarios, la exposición tiene varios niveles de lectura, diferenciados formalmente. El nivel expositivo básico, el propiamente destinado a estudiantes, está escrito con letra de tamaño ordinario. Complemento de estos textos son los ejemplos, todos extraídos de la realidad urbanística, que se integran en cuadros coloreados. Finalmente, en letra más pequeña he redactado párrafos con exposiciones de detalle (no propiamente destinadas a estudiantes). Unas veces para dar cuenta de debates doctrinales; otras veces para exponer puntos de vista críticos con las leyes o la jurisprudencia. Diferenciando el tipo de letra pretendo no confundir al lector. Pues una cosa es la explicación del Derecho urbanístico vigente, donde debe haber neutralidad expositiva, y otra cosa bien distinta es la discusión académica sobre el Derecho positivo, donde el autor puede ya renunciar a la neutralidad.


    A lo largo del libro he intentado evitar la tendencia, frecuente en los libros de Derecho urbanístico, a la reproducción sistemática de textos normativos. A mi juicio, un libro de estudio no debe sustituir la lectura directa de las leyes: debe dar claves para entender las normas positivas, pero no incorporarlas como una parte más del texto. De ahí que, para sacar pleno rendimiento a este libro, deberá leerse teniendo al lado las leyes urbanísticas y de suelo, para confrontar lo que aquí se dice con el tenor literal de las normas que se pretende explicar. También he tratado de evitar, en la medida de lo posible, la copia de textos jurisprudenciales. En el libro hay frecuentes referencias a sentencias, sobre todo del Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad de Madrid. Esas sentencias se citan al hilo de una exposición o como fuente de un ejemplo, pero normalmente no se transcriben. En todo caso, cuando en el libro se transcriben literalmente textos normativos o jurisprudenciales, esto se hace siempre en cursiva, dejando así claro qué es redacción propia y qué ajena.


    El libro está construido sobre el Derecho urbanístico propio de la Comunidad de Madrid. Es la estructura del Derecho urbanístico madrileño, y en especial de la Ley madrileña 9/2011, de 17 de julio, del Suelo, quien da forma sistemática al libro. A esta estructura expositiva se superpone, por arriba, el Derecho estatal sobre suelo y propiedad urbana (ahora, fundamentalmente el Real Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana), fragmentario en su contenido y en la mayoría de sus normas no contrario a la ley madrileña. Por abajo, la Ley madrileña 9/2001 se complementa con los planes urbanísticos y las ordenanzas de cada municipio. A lo largo del libro se exponen diversos ejemplos de planes urbanísticos concretos, para ilustrar cómo es la concreción, en determinaciones de planeamiento, de las previsiones generales de las leyes. Sin duda que en la Comunidad de Madrid los planes urbanísticos más importantes son los de la ciudad de Madrid (en especial, su plan general). Sin embargo, los planes de la ciudad de Madrid se han utilizado aquí de forma cautelosa. Primero, porque el planeamiento general de la ciudad de Madrid aún data de 1997 y es, por tanto, anterior a la vigente Ley madrileña de Suelo. Y segundo, porque el nivel de complejidad del planeamiento madrileño es poco adecuado para un libro esencialmente destinado a la docencia, como el presente. En consecuencia, aparte de los planes madrileños, se han utilizado numerosos ejemplos de planeamiento de Tres Cantos, Móstoles, Alcalá de Henares, Aranjuez o Pozuelo de Alarcón.


    Aunque los textos doctrinales que han inspirado este libro han sido muchos, algunos han tenido una influencia estructural. Son, por un lado, dos manuales sobre Derecho urbanístico madrileño directamente pensados para la enseñanza: el de mis compañeros Ángel Menéndez Rexach y Felipe Iglesias González (Lecciones de Derecho urbanístico de la Comunidad de Madrid, Tirant Lo Blanch, Valencia, 2011) y el de Tomás Ramón Fernández Rodríguez y Juan Ramón Fernández Torres (Derecho Urbanístico de Madrid, Iustel, Madrid, 2004). A ellos añado un tratado verdaderamente excepcional, el de José María Baño León, (Derecho urbanístico común, Iustel, Madrid, 2009), que integra el Derecho estatal de suelo y los Derechos urbanísticos autonómicos en un único sistema conceptual. A estos tres libros, como a otros muchos textos doctrinales, hago múltiples referencias a lo largo de esta obra. Con todo, he intentado reducir las citas de autores a aquellos casos en los que utilizo un argumento de autoridad ante un planteamiento problemático.


    Este libro es también un experimento editorial, tanto para el autor como para el Instituto de Derecho Local de la UAM. El libro se publica en formato dual (papel y electrónico) y por procedimiento de autoedición. Esta opción editorial responde a varias razones. La primera es la conveniencia de disponer de un soporte, el electrónico, que permita una nueva versión o edición del libro casi cada semestre, al compás de los continuos cambios que se producen en la realidad jurídica. La segunda razón es económica. El proceso de edición convencional proyecta sobre el precio final de los libros numerosos costes, lo que a la postre disuade de la adquisición a numerosos lectores potenciales, sobre todo a los estudiantes. Creo que por medio de la autoedición el precio de mercado será muy reducido. Veremos si el experimento sale bien. Si no, algo habremos aprendido por el camino.


    Y ya por último, algunos agradecimientos. Primero, a los alumnos de la UAM que, a lo largo de varios cursos, han estudiado y hecho observaciones al texto antes incluso de tener formato de libro. También, como otras veces, a mis compañeros del Instituto de Derecho Local de la UAM, donde sí es posible lo que en la Universidad, en general, es imposible. Y esta vez, en especial, a Jorge Castillo Abella, becario del IDL, quien ha llevado por completo, de principio a fin, el proceso de autoedición.


    Soto del Real, a 27 de diciembre de 2015

  


  
     


     


     


    Capítulo I.

    Regulación de los usos del suelo


     


    I. Ordenación de los usos del suelo


    1. Nuestra realidad social está estrechamente dirigida o condicionada por la ordenación urbanística, territorial y ambiental. En efecto, los asentamientos humanos y las actividades económicas se rigen por diversas leyes sectoriales (de aguas, de carreteras, de costas, de puertos, etc.) y, sobre todo, por los numerosos planes urbanísticos, territoriales y ambientales que regulan los usos del suelo.


    a) Las leyes sectoriales suelen imponer determinadas prohibiciones de usos para un tipo concreto de bienes (por ejemplo: el art. 25.1 de la Ley 22/1988, de 28 de julio, de Costas, prohíbe toda edificación en una zona de cien metros medida tierra adentro desde el límite interior de la ribera del mar).


    b) Los planes urbanísticos, territoriales o ambientales, aprobados por los gobiernos (el estatal y los autonómicos) o por los ayuntamientos, determinan los usos de concretos espacios o ámbitos de suelo, con independencia de su titularidad: usos debidos, usos prohibidos y usos permitidos. Así, los planes urbanísticos municipales dicen dónde se puede y dónde no se puede edificar; cada “plan director” aeroportuario determina qué terrenos quedan reservados para futuras ampliaciones de cada aeropuerto; cada “plan de ordenación de los recursos naturales” (PORN) identifica qué tipo de actividades son posibles en las distintas zonas de cada espacio natural protegido.


    2. La ordenación múltiple y sistemática de los usos del suelo, así descrita, es un fenómeno relativamente reciente. Su primera expresión histórica es lo que hoy conocemos como “urbanismo” u ordenación del espacio urbano. Las primeras manifestaciones de esta ordenación urbanística están en los “planes de ensanche” (de mediados del siglo XIX), aunque su consolidación y expansión vendrá en la segunda mitad del siglo XX: Ley de Régimen del Suelo de 8 de mayo de 1956. Más recientes aún, de la década de los ochenta del siglo XX, son las otras dos formas de ordenación espacial que complementan la ordenación urbanística: la “ordenación del territorio” y la “ordenación ambiental” del suelo. En lo que sigue se van a precisar estas tres manifestaciones de la ordenación de los usos del suelo: urbanismo, ordenación del territorio y ordenación ambiental del suelo.


     


    II. Urbanismo


    3. Con sus distintas variantes históricas, el urbanismo siempre alude a “la disciplina jurídica del hecho social o colectivo de los asentamientos de población en el espacio físico” (STC 61/1997, FJ 6 a). Hasta mediados del siglo XIX, el Estado y los ayuntamientos únicamente intervenían sobre las edificaciones de la ciudad en forma de “policía urbana”, para vigilar las construcciones y las condiciones relativas a su seguridad e higiene. Pero ni el Estado ni los ayuntamientos dirigían u ordenaban el crecimiento y el uso del suelo de las ciudades. Hasta entonces existían, ciertamente, normas dispersas que se ocupaban de los asentamientos urbanos. A veces eran normas civiles, como las de vecindad. Otras veces eran normas administrativas: higiénico-sanitarias, sobre iluminación de calles, o prohibitivas de balcones sobre la vía pública. Será la llamada “legislación de ensanche”, a mediados del siglo XIX, la que inicie la ordenación sistemática de los usos del suelo en las ciudades (LORA-TAMAYO, 2007:16). Por entonces, las grandes ciudades como Madrid y Barcelona estaban rodeadas por murallas medievales que dificultaban su crecimiento. Pero ya en 1854 se autoriza el derrumbe de las murallas que encerraban a Barcelona y se pone en marcha el primer plan topográfico de la ciudad. El 29 de junio del año 1864 se aprueba la primera Ley de Ensanche, que ordenará la aprobación de los planes de las ciudades más pobladas del país. Pocos años después, en 1868, se ordenará la demolición de las murallas madrileñas. Complementariamente, la reforma interior y el saneamiento de las poblaciones se abordarán en la Ley de Expropiación Forzosa de 1879 y, a continuación, en la Ley de Saneamiento y de Reforma Interior de 1895.


    4. El gran salto adelante en la ordenación urbanística del suelo proviene de la Ley de 12 de mayo de 1956, sobre Régimen del Suelo y Ordenación Urbana. Este texto normativo, luego integrado en el Texto Refundido de la Ley del Suelo de 1976 (Real Decreto Legislativo 1346/1976, de 9 de abril), pondrá las bases de la ordenación urbanística contemporánea hasta hoy. La novedad de esta ley estaba, sobre todo, en la introducción del planeamiento urbanístico para regular sistemáticamente la utilización del suelo de las ciudades —y de sus terrenos circundantes—. Para ese fin de ordenación completa del suelo, el planeamiento se apoya en dos determinaciones fundamentales: la clasificación del suelo en urbano, de reserva urbana (urbanizable) y rústico (no urbanizable); y la asignación de usos concretos a cada parcela o porción del suelo, en función de su clasificación primaria. Para asegurar el cumplimiento de estas determinaciones del planeamiento (clasificación del suelo y asignación de usos) la ley dotaba a la Administración —estatal o municipal— de diversas facultades de ejecución y control o disciplina sobre las edificaciones y construcciones. Este esquema de regulación urbanística, basado en el binomio planificación-ejecución de los planes, permanece hasta hoy: de forma implícita, en el Texto Refundido de la Ley de Suelo del Estado (Real Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana: TRLS 2015), y de forma explícita en las leyes urbanísticas de las distintas comunidades autónomas; y entre ellas, en la Ley 9/2001, de 17 de julio, del Suelo de la Comunidad de Madrid (LSM).


    5. El planeamiento, verdadero eje del urbanismo contemporáneo, diseña la ciudad: tanto su casco urbano ya existente (que bien puede ser objeto de operaciones de remodelación o rehabilitación) como sus futuras ampliaciones. Ahora bien, la planificación de la ciudad no es sólo —ni siquiera prioritariamente— un diseño meramente geofísico del espacio. De la planificación urbana derivan, en el Derecho urbanístico español, dos consecuencias de primer orden: el valor del suelo; y la configuración de la estructura social de las ciudades.


    a) La clasificación de cada porción de suelo como urbano, urbanizable o no urbanizable determina, de forma directa, su valor de cambio en el mercado. Una finca de suelo urbanizable bien puede septuplicar su valor de venta, respecto de otra contigua clasificada como suelo no urbanizable. Así que una decisión municipal básicamente discrecional —como es la clasificación del suelo y la asignación de los usos correspondientes— es determinante para el valor patrimonial de las fincas privadas o públicas. Se puede entender entonces el interés de los propietarios de suelo —no siempre expresados de forma lícita— para que sus parcelas se incluyan en la clase de suelo más rentable posible (normalmente, urbano o urbanizable).


    b) De otro lado, la ordenación del suelo en cada término municipal condiciona la estructura social de la ciudad: su nivel de cohesión o desigualdad social (HARVEY, 2007) y las diversas formas de relaciones humanas (PAREJO, 2013: 16). Así, los distintos planes parciales de cada municipio programan la urbanización de los futuros barrios asignando usos al suelo (dotacionales públicos o privados, terciarios, etc.) y condicionando de esta forma la realidad social: dónde se crearán puestos de trabajo, plazas escolares, espacios de ocio, etc. Por ejemplo, de la planificación urbanística (y en especial, de la asignación de usos a cada parcela o solar) depende la correcta absorción de la población inmigrante, la no saturación demográfica de una zona y la evitación de guetos urbanos. O también: si un sector de suelo urbanizable se destina fundamentalmente a usos residenciales extensivos (chalets adosados o pareados con jardín) resulta obvio que sólo una parte de la población —la que disfruta de rentas medias o altas— podrá residir en el nuevo barrio; y con ello: se establecerán actividades comerciales adecuadas a esos niveles de renta y los centros escolares del barrio no reflejarán la diversidad demográfica del conjunto de la ciudad. En suma: la estructura social de cada barrio será coherente con la manera en que se haya disciplinado urbanísticamente ese espacio.


    6. Por lo dicho, la ordenación urbanística de los usos de suelo, que aquí se explica en su expresión jurídica, es una política pública. Para la consecución de sus objetivos, esta política urbanística se asocia o combina con otras políticas sectoriales. Así, por ejemplo, para la consecución de fines ambientales y de ahorro energético se combinan la asignación de usos del suelo con medidas de ayuda económica a determinadas formas de edificación residencial. También, las políticas públicas de vivienda asocian la asignación de determinados usos residenciales al suelo (por ejemplo: residencial de protección pública) con programas de subvenciones o ayudas a concretos programas administrativos para favorecer el acceso de determinados grupos sociales a la vivienda. Así, en el “Plan de Vivienda” del Estado 2013-2016 (Real Decreto 233/2013, de 10 de abril) se favorece (mediante subvenciones) la existencia de viviendas municipales en alquiler. La efectiva ejecución de este programa de vivienda lógicamente depende de que el planeamiento urbanístico haya asignado el correspondiente uso residencial al suelo donde se ha de materializar el parque municipal de viviendas.


     


    III. Ordenación del territorio


    7. Desde finales de los años setenta se asienta, como concepto y como realidad, la ordenación del territorio más allá de las ciudades. Con la ordenación del territorio se pretende superar algunas insuficiencias de los planes urbanísticos. La Ley del Suelo 1956, y los planes urbanísticos en ella regulados, se centraban en la ordenación del espacio urbano, presente o futuro. Pero la perspectiva estrictamente urbana, propia del planeamiento urbanístico, se mostraba insuficiente para ordenar el territorio en su conjunto; esto es, para asignar usos al suelo desde una perspectiva distinta de la estrictamente urbana. Piénsese en la necesidad de ubicar las grandes infraestructuras que transcienden los términos de una ciudad (aeropuertos, puertos, incineradoras, carreteras). En este tiempo surgen políticas sectoriales y planes de ordenación territorial que complementan o se superponen a los planes urbanísticos.


    8. La ordenación del territorio presenta, en Derecho español, dos manifestaciones diferenciadas (LÓPEZ RAMÓN, 2011: 54). Está, en primer lugar, la ordenación del territorio como resultado de diversas políticas públicas sectoriales con incidencia directa sobre el uso del suelo. Y está, también, la ordenación del territorio como competencia específica de las comunidades autónomas.


     


    1. Ordenación del territorio como resultado de las ordenaciones sectoriales


    9. Tal y como se dice en la Carta Europea de la Ordenación del Territorio de 20 de mayo de 1983, la ordenación del territorio es, en primer lugar, la “expresión espacial de la política económica, social, cultural y ecológica de cualquier sociedad”. La ordenación del territorio sería, así, la regulación de los usos del suelo desde diversas perspectivas socioeconómicas y ambientales, no meramente urbanísticas. Habría ordenación territorial como resultado de ciertas políticas sectoriales con incidencia territorial desarrolladas por el Estado o por las comunidades autónomas: ordenación hidrológica, viaria, portuaria y aeroportuaria, etc. Las decisiones de ordenación sectorial una veces son generales, y se contienen en leyes (de puertos, de ferrocarriles, de carreteras) y reglamentos. Otras veces la ordenación sectorial es concreta y se contiene en específicos planes o proyectos para una concreta infraestructura o espacio (plan hidrológico de cada cuenca, proyecto constructivo de cada carretera)


    10. Veamos dos ejemplos de ordenación sectorial del territorio. Uno, directamente a través de una ley. Otro, a través de un plan sectorial.


    a) Empecemos por la ordenación del territorio a través de una ley sectorial. Según el art. 32.1 de la Ley 37/2015, de 29 de septiembre, de Carreteras. “La zona de afección de las carreteras del Estado está constituida por dos franjas de terreno a ambos lados de las mismas, delimitadas interiormente por la zona de servidumbre y exteriormente por dos líneas paralelas a las aristas exteriores de la explanación, a una distancia de 100 metros en autopistas y autovías y de 50 metros en carreteras multicarril y convencionales, medidos horizontalmente desde las citadas aristas”. Es claro que esta regulación condiciona, a lo largo de todas las carreteras existentes, los posibles usos del suelo por sus propietarios: se ordena el territorio.


    b) Veamos también un ejemplo de plan sectorial estatal con efecto ordenador del territorio: el plan hidrológico de cada cuenca. El art. 43.2 y 3 del Real Decreto Legislativo 1/2001, de 20 de julio, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Aguas, establece que el plan hidrológico de cada cuenca hidrológica declarará de protección especial determinadas masas de agua por sus características naturales o interés ecológico y que las previsiones de los planes hidrológicos deberán ser respetadas en los diferentes instrumentos de ordenación urbanística del territorio. Para preservar la calidad del agua, cada concreto plan hidrológico de cuenca (aprobado por el Gobierno) prohíbe ciertos usos (así, usos constructivos o industriales) en determinadas zonas específicas de la cuenca. De esta forma, el plan hidrológico de cada cuenca ordena el territorio, siquiera sea desde una perspectiva sectorial.


     


    2. Ordenación del territorio como competencia autonómica


    11. En su segunda manifestación, la ordenación del territorio es una competencia sectorial específica y exclusiva de las comunidades autónomas (así, para la Comunidad de Madrid: art. 26.1.4 del Estatuto de Autonomía de la Comunidad de Madrid), no el mero resultado del ejercicio de competencias sectoriales (por el Estado o una comunidad autónoma) con incidencia territorial. El Tribunal Constitucional ha definido esta competencia tanto por su objeto (“la actividad consistente en la delimitación de los diversos usos a que pueda destinarse el suelo o espacios físicos territoriales”), como por el tipo de actividad pública en que se concreta (“actuaciones públicas de contenido planificador”) y por el fin de esa actividad pública: “equilibrio entre las distintas partes del territorio” (SSTC 77/1984, FJ 2; 149/1991, FJ 1 b); 36/1994, FJ 3; 28/1997, FJ 5; 149/1998, FJ 4; 46/2007, FJ 3). Cuestión central de la ordenación de territorio, entendida como competencia autonómica específica con proyección global sobre el territorio, es la de su natural concurrencia con las competencias sectoriales del Estado con incidencia territorial, como la seguridad pública, la defensa, las obras públicas de interés general, etc. (PAREJO, 1995: 4639).


    12. El Tribunal Constitucional ha declarado ya en varias sentencias que el ejercicio de competencias sectoriales del Estado (con incidencia territorial) no puede vaciar de contenido la competencia exclusiva autonómica sobre “ordenación del territorio”. Y viceversa: la competencia autonómica exclusiva sobre ordenación del territorio no puede impedir el ejercicio de competencias sectoriales del Estado. Así se dice, entre otras, en la STC 149/1991, sobre la Ley de Costas, en la STC 36/1994, sobre una Ley murciana relativa a la ordenación de la costa del Mar Menor, o en la STC 306/2000, sobre la ordenación de los usos del suelo en los Picos de Europa. De esta jurisprudencia constitucional resulta que las comunidades autónomas no pueden aprobar normas sobre uso del suelo que dificulten extremadamente el ejercicio de las políticas sectoriales del Estado. Y resulta, del otro lado, que la ordenación del suelo a través de instrumentos de planeamiento del Estado (sobre el litoral o por razones ambientales) no puede esterilizar la competencia sobre ordenación del territorio constitucional y estatutariamente atribuida a las comunidades autónomas.


    a) En la STC 149/1991, sobre la Ley 22/1988, de 28 de julio, de Costas, se enjuicia si dicha ley, con sus normas sobre protección del litoral, limita en exceso la competencia exclusiva de las comunidades autónomas para ordenar su territorio (incluida la ribera del mar). Por lo tanto, en este caso se da una situación de concurrencia entre títulos competenciales estatales y autonómicos. A fin de evitar el vaciamiento de la competencia estatal sobre protección del litoral, señala el Tribunal que: “la ordenación del territorio se incluye entre los títulos competenciales (como también la protección del medio ambiente, la protección del usuario, etc.) que se establecen por referencia a una «política» y no por sectores concretos del ordenamiento o de la actividad pública. Tal competencia no puede ser entendida en términos tales que la sola incardinación del fin perseguido por la norma (o por el acto concreto) en tal política permita desconocer la competencia que a otras instancias corresponde, si la misma norma o acto son contemplados desde otras perspectivas”.


    b) En la STC 36/1994 se enjuiciaba la Ley murciana 3/1987, de 23 de abril, de Protección y Armonización de usos del Mar Menor. El Estado consideró que las previsiones de ordenación territorial de esa ley infringían las competencias estatales sobre el dominio público marítimo-terrestre. En esta sentencia se hace una aproximación global al concepto de ordenación del territorio definiéndolo como “el conjunto de actuaciones públicas de contenido planificador cuyo objeto consiste en la fijación de los usos del suelo y el equilibrio entre las distintas partes del territorio: se trata más de una política de enorme amplitud que de una concreta técnica: consiste en la delimitación de los diversos usos a que puede destinarse el suelo o el espacio físico territorial”. El Tribunal busca en su argumentación la concordancia práctica entre las distintas competencias en concurrencia, evitando su recíproco vaciamiento.


    c) En la misma línea, en la STC 306/2000, relativa al Plan de Ordenación de Recursos Naturales (PORN) de los Picos de Europa, se planteó el alcance de la competencia básica estatal sobre protección del medio ambiente (art. 149.1.23 CE), en relación con las competencias autonómicas sobre ordenación del territorio. En el PORN de los Picos de Europa se establece una zonificación del espacio en tres áreas: la primera coincide con la superficie declarada Parque Nacional de la Montaña de Covadonga (por Ley de 22 de julio de 1918), en tanto que la segunda zona se corresponde con la ampliación proyectada del espacio natural protegido hasta integrar el nuevo Parque Nacional de Picos de Europa; la tercera es una continuación natural y cultural de las anteriores, que, por su mayor grado de humanización, requiere una consideración diferenciada. Las comunidades autónomas de Castilla-León y Cantabria interpusieron sendos recursos de inconstitucionalidad contra el mencionado PORN, aprobado por el Estado, por considerar que vulneraba sus competencias exclusivas sobre ordenación del territorio. El Tribunal Constitucional estimó que debía examinar el PORN de forma analítica. Y así concluyó que la ordenación de los usos del suelo en la zona de alta protección ecológica (zona del Parque Nacional) no era propiamente “ordenación del territorio” (de competencia autonómica) sino protección ambiental básica (competencia del Estado). En cambio, la ordenación de la tercera zona (el área de influencia socioeconómica del Parque) se calificaba propiamente como ordenación del territorio y por tanto no amparada por la competencia básica estatal.


     


    3. Ordenación del Territorio en la Comunidad de Madrid


    13. De acuerdo con el art. 26.1.4 EAM, la Comunidad de Madrid dispone de competencia exclusiva en materia de ordenación del territorio. En ejercicio de esta competencia se aprobó la Ley madrileña 9/1995, de 28 de marzo, de Medidas de Política Territorial, Suelo y Urbanismo. Esta ley está hoy derogada excepto, precisamente, en lo que se refiere a la ordenación del territorio (títulos II, III, IV y disposición derogatoria). En esta ley se regulan varios tipos de planes territoriales. En especial, para todo el territorio de la Comunidad, se prevé el llamado “plan regional de estrategia territorial” (PRET). En él debería expresarse la estrategia territorial global de la Comunidad de Madrid: las redes de transporte, las grandes infraestructuras de servicios hidráulicos y ambientales, las áreas naturales merecedoras de especial protección, las zonas de desarrollo industrial. En una región de gran crecimiento demográfico —y con escaso espacio libre— era y es imprescindible una planificación equilibrada de los usos del suelo. Pero los sucesivos gobiernos regionales han sido incapaces, técnica y políticamente, de tramitar y aprobar ni uno sólo de los instrumentos de planeamiento previstos en la Ley madrileña 9/1995. Así que, actualmente, en la Comunidad de Madrid no hay más estrategia propiamente territorial que la que se expresa en decisiones sectoriales singulares con fuerte incidencia sobre los usos del suelo de una determinada zona (proyectos de carreteras, planes de ordenación de recursos naturales, obras públicas de interés regional). Falta aún hoy, en suma, una ordenación global y equilibrada del territorio regional.


    14. Pese a su esterilidad práctica —al menos hasta hoy— la regulación de los planes de ordenación territorial en la Ley madrileña 9/1995 presenta un indudable interés jurídico. Dos aspectos se van a mencionar ahora: la previsión de aprobación del PRET por ley de la Asamblea de Madrid; y la prevalencia del PRET sobre la planificación urbanística municipal:


    a) En los artículos 16.2 y 17 de la Ley madrileña 9/1995 se prevé que el “plan regional de estrategia territorial” (PRET) se aprueba por la Asamblea de la Comunidad con forma de ley. Esta forma de aprobación presenta problemas desde la perspectiva del derecho fundamental a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE). La función del PRET —como la de cualquier otro plan de ordenación territorial— no es regular la conducta de los ciudadanos de forma abstracta y general, como la mayoría de las leyes. La función del PRET es adoptar decisiones sobre usos del suelo que afectan a concretos sujetos, a los concretos propietarios de cada finca ordenada. Pero tratándose de una ley, los propietarios afectados no podrían cuestionar la regulación del uso de sus parcelas ante la jurisdicción contencioso-administrativa. El único control jurisdiccional posible del PRET, en tanto que ley, sería del Tribunal Constitucional, por medio de recursos o cuestiones de inconstitucionalidad. Esto es, por vías procesales de las que no dispone el concreto particular afectado por la planificación territorial. La jurisprudencia constitucional venía aceptando, en general, la constitucionalidad de decisiones singulares, con rango de ley, sobre usos del suelo (así: STC 73/2000, FJ 15, sobre el pantano de Itoiz). Según esta jurisprudencia, la posibilidad de que un juez plantee una cuestión de inconstitucionalidad ante el Tribunal Constitucional, sumado a que pueda ser precisamente un particular quien inste del órgano judicial la presentación de la cuestión, hacen suficientemente eficaz al derecho fundamental a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE). Sin embargo, una jurisprudencia constitucional más reciente (STC 129/2013, FJ 4) ha impuesto nuevas condiciones y límites tanto para las leyes singulares con incidencia territorial directa como sobre las leyes generales de ordenación del territorio que prevén leyes singulares con asignación de usos al suelo.


    b) En segundo lugar, el art. 17 de la Ley madrileña 9/1995 establece la vinculación de los planes urbanísticos municipales respecto del PRET. Esto es: la vinculación de la planificación urbanística (municipal) respecto de la ordenación territorial (autonómica). La planificación urbanística municipal es una de las facultades integradas en la autonomía local garantizada por la Constitución (STC 51/2004, FJ 10). Esta garantía constitucional puede quedar debilitada si los planes de ordenación territorial (como el PRET madrileño) regulan con detalle los usos del suelo regional, tanto en los núcleos urbanos como fuera de ellos. Pues dada la supremacía del plan territorial, una ordenación muy detallada de los usos del suelo podría dejar sin verdadero contenido decisorio a los planes urbanísticos municipales, con la consiguiente infracción de la autonomía local garantizada por el art. 137 CE.


    15. Aparte del PRET, la Ley madrileña 9/1995 regula varios instrumentos zonales de ordenación territorial: “zonas de interés regional” y “proyectos de alcance regional”. En 2012 se modificó parcialmente la regulación de los “proyectos de alcance regional” para incluir los llamados “centros integrados de desarrollo” (nuevos arts. 43 a 50 de la Ley 9/1995). Esta nueva regulación pretendía facilitar el proyecto de una gran superficie dedicada al juego y los espectáculos (“Eurovegas”). Según la nueva regulación, la aprobación de un posible proyecto de “centro de desarrollo integrado” presenta dos niveles de decisión, uno económico y otro urbanístico. Según la Ley 9/1995, primero se autoriza un concreto proyecto económico de “centro integrado” y luego se aprueba la ordenación urbanística del proyecto. Para el otorgamiento de la autorización económica, la Comunidad de Madrid ha de convocar un concurso público de propuestas. Aunque la ley no lo precisa, parece claro que previamente la Administración madrileña habrá establecido las características básicas de los posibles proyectos competitivos: ubicación, actividades pretendidas, utilidad social, etc. Una vez seleccionado un concreto proyecto, se aprueba su ordenación urbanística, también por la Comunidad de Madrid. La ordenación urbanística del “centro integrado” la propondrá el propio promotor. Esta regulación legal de los “centros integrados de desarrollo” —mediante la Ley 9/1995— es una verdadera ordenación urbanística alternativa a la contenida con carácter general en la LSM. En primer lugar, para los “centros integrados de desarrollo” se flexibilizan algunas exigencias urbanísticas generales, como los estándares de cesiones dotacionales obligatorias y de aprovechamiento urbanístico que los propietarios del suelo deben entregar gratuitamente a los ayuntamientos. En segundo lugar, la nueva regulación de la Ley 9/1995 reduce al mínimo las competencias municipales sobre estos proyectos: no les corresponde a los ayuntamientos (sino a la Comunidad) la aprobación de la ordenación urbanística del ámbito espacial; y tampoco serán los municipios (sino la Comunidad) quien otorgue las licencias para cada concreta obra o edificación. Pese a que, como es bien conocido, el proyecto “Eurovegas” terminó en fracaso, la regulación legal que pretendía darle cobertura sigue vigente (y amenazante).


     


    IV. Protección del medio ambiente


    16. En origen, la protección del medioambiente no descansaba sobre la ordenación territorial y espacial. Las primeras normas ambientales, sobre usos molestos y contaminación atmosférica, guardaban escasa relación con la ordenación de los usos del suelo. En la actualidad, buena parte de las políticas medioambientales se apoyan en la planificación de usos del suelo. Piénsese, por ejemplo, en los planes de ordenación de los recursos naturales (PORN) regulados en los arts. 15 a 23 de la Ley 42/2007, de 13 de diciembre, del Patrimonio Natural y de la Biodiversidad. Cada PORN ordena los usos del suelo, en un concreto espacio natural, como forma de protección de los bienes medioambientales. Estos planes establecen prohibiciones, limitaciones u obligaciones para determinados proyectos o actividades. Además de esta planificación de los usos del suelo con criterio ambiental, otras leyes establecen límites y controles a proyectos de infraestructuras o actividades, o a los planes urbanísticos, a fin de evitar daños ambientales. Tenemos, en este sentido, que tanto la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de Evaluación Ambiental, como la Ley madrileña 2/2002, de 19 de junio, de Evaluación Ambiental, someten a previo estudio de impacto o evaluación ambiental buena parte de las infraestructuras, instalaciones o construcciones que pudieran tener efectos perjudiciales sobre el medioambiente. Estos estudios ambientales (y las “declaraciones” administrativas de impacto o afección ambiental en que concluyen) no asignan directamente usos o destinos concretos al suelo, pero proyectan límites relevantes sobre la Administración competente para cada proyecto sectorial de obras o actividades. También, de acuerdo con el art. 6 de la mencionada Ley estatal 21/2013, los planes urbanísticos deben incluir en su elaboración una estricta evaluación ambiental de sus efectos.


    17. El Decreto madrileño 26/1999, de 11 de febrero, por el que se aprueba el Plan de Ordenación de los Recursos Naturales (PORN) para el Curso Medio del Río Guadarrama y su Entorno, ofrece un buen ejemplo de ordenación medioambiental del suelo. En ese PORN se clasifica el espacio natural afectado en tres zonas distintas, en función de los valores ecológicos que contienen. La primera zona se denomina “de máxima protección”, la segunda “de protección y mejora” y la tercera “de mantenimiento”. Para cada una de esas zonas se determinan los posibles usos del suelo. En la primera zona se permiten tanto las actividades de restauración de la vegetación que tengan por objeto la conservación y mejora de las formaciones existentes como las actividades de investigación y educativas que no impliquen la construcción de nuevas infraestructuras (impidiéndose, de esta manera, la explotación urbanística del espacio). En la segunda zona se permiten los usos socio-recreativos, particularmente mediante la adaptación de ciertos espacios para actividades tipo pic-nic, recreo pasivo, etc., que no entrañen la construcción de nuevos edificios. Finalmente, en la tercera zona se permiten todas las actividades que no menoscaben la consecución de los objetivos del PORN y que estén de acuerdo con la normativa sectorial de aplicación. Se observa en este ejemplo, por tanto, cómo un plan de ordenación ambiental puede regular los usos del suelo en un determinado espacio natural y condicionar, con ello, las ordenaciones urbanística y territorial de la misma área espacial.


     


    V. Conflictos entre ordenaciones del suelo


    18. Las diversas formas de ordenación de los usos del suelo (urbanística, territorial —general o sectorial— y ambiental) están muy estrechamente vinculadas entre sí. Con frecuencia se proyectan sobre un mismo espacio físico y, por ello, fácilmente pueden entrar en conflicto. Cada ordenación de los usos del suelo (en las leyes y reglamentos y, sobre todo, en los planes) pretende alcanzar diferentes objetivos: la ordenación urbanística está centrada en la utilización idónea del territorio de cada pueblo y ciudad; la ordenación del territorio busca, a escala supramunicipal, una disposición equilibrada de los usos del suelo; finalmente, la ordenación ambiental se encamina a la preservación y regeneración de espacios con valor natural o ecológico. Ante la posible concurrencia de distintas ordenaciones del suelo es necesario formular criterios jurídicos de articulación. Esto es, criterios legales que precisen qué normas legales o planes vinculan a cuáles otras leyes o planes. Como enunciado de principio, el Tribunal Constitucional tiene establecido que las distintas organizaciones territoriales (Estado, comunidades autónomas, entidades locales) deben cooperar y coordinarse entre sí para evitar solapamientos o contradicciones en la ordenación del suelo. Ahora bien, allí donde la cooperación no dé frutos es necesario determinar qué norma de ordenación del suelo prevalece sobre otra concurrente y contradictoria (SSTC 40/1998, FJ 30; 46/2007, FJ 6). Por ejemplo: en caso de que un plan autonómico de ordenación territorial prohíba todo uso constructivo en una determinada zona, y que en el mismo espacio el Estado proyecte la ampliación de un aeropuerto: ¿qué ordenación del suelo debería prevalecer, imponerse sobre la otra? Para este tipo de cuestiones nuestro Derecho no tiene un único criterio de prevalencia entre normas o planes de ordenación. Por eso, es necesario acudir a las leyes sectoriales, pues es en ellas donde se determina, materia a materia, qué plan o uso concreto del suelo prevalece sobre cuál otro.


     


    1. Prevalencia de las determinaciones sectoriales con incidencia territorial sobre la “ordenación del territorio” y el urbanismo


    19. Con carácter general, las leyes sectoriales suelen imponer la prevalencia de la propia ordenación sectorial (de puertos, aeropuertos, espacios naturales, etc.) sobre la ordenación urbanística y la ordenación territorial general. Suelen ser leyes del Estado quienes, al regular el régimen jurídico de infraestructuras o espacios de su competencia, imponen la prevalencia de sus determinaciones —y, sobre todo, de los planes sectoriales del propio Estado— sobre la ordenación territorio y la planificación urbanística. Así, por ejemplo, la Disposición adicional única, apartado 4, de la Ley 48/1960, de 21 de julio, de Navegación Área, establece que “el planeamiento territorial, el urbanístico y cualesquiera otro que ordenen ámbitos afectados por las servidumbres aeronáuticas, incluidas las acústicas, han de incorporar las limitaciones que éstas imponen a las determinaciones que legalmente constituyen el ámbito objetivo de cada uno de los instrumentos referidos”. Este tipo de normas de prevalencia han sido aceptadas ya en numerosas ocasiones por el Tribunal Constitucional. Se pretende así que los instrumentos de planificación general (urbanística o territorial) no impidan el ejercicio de competencias sectoriales concretas (sobre infraestructuras, medio ambiente, patrimonio histórico, etc.) de otras Administraciones públicas. No se puede ocultar que este criterio de prevalencia tiende a favorecer la posición competencial del Estado. En efecto, mientras que la ordenación territorial general de usos del suelo es competencia de las comunidades autónomas (ordenación del territorio) o de éstas y de los ayuntamientos (planificación urbanística), son numerosas las competencias sectoriales con incidencia territorial de titularidad estatal (obras hidráulicas en cuencas intercomunitarias, obras públicas de interés general, etc.). Por eso, la prevalencia de las ordenaciones o determinaciones sectoriales sobre la planificación general del suelo (ordenación territorial o planificación urbanística) es, al mismo tiempo, una opción a favor de las competencias estatales frente a las autonómicas y municipales. Aun admitido esto, el Tribunal Constitucional viene considerando que la prevalencia de la ordenación sectorial estatal, en la medida en que hace prevalecer el “interés general”, es constitucionalmente legítima.


    20. Un buen ejemplo de prevalencia de la ordenación sectorial se contiene en el Real Decreto Legislativo 2/2011, de 5 de septiembre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Puertos del Estado y de la Marina Mercante. Su art. 18 dispone que “Para articular la necesaria coordinación entre las Administraciones con competencia concurrente sobre el espacio portuario, los planes generales y demás instrumentos generales de ordenación urbanística deberán calificar la zona de servicio de los puertos estatales, así como el dominio público portuario afecto al servicio de señalización marítima, como sistema general portuario y no podrán incluir determinaciones que supongan una interferencia o perturbación en el ejercicio de las competencias de explotación portuaria y de señalización marítima (…)”. Esta norma impone la prevalencia de la ordenación sectorial-portuaria (decidida por el Ministerio de Fomento) sobre la planificación urbanística general. Esta norma de prevalencia fue aceptada por el Tribunal Constitucional en la STC 40/1998, eso sí, subrayando que la prevalencia de las decisiones sectoriales (portuarias) sólo tiene lugar cuando la ordenación de usos en el espacio físico de un puerto sea propiamente “portuaria”. Esto es: el Ministerio de Fomento no decide libremente sobre los usos en el espacio portuario; aun dentro del perímetro del puerto, el Ministerio de Fomento no puede imponer usos “no portuarios” (como comerciales o recreativos) al planificador urbanístico.


    21. No sólo el Estado, también las comunidades autónomas suelen establecer en sus leyes la prevalencia de las normas o decisiones sectoriales autonómicas (con efecto ordenador del uso del suelo) sobre la planificación urbanística o territorial general. Así, por ejemplo, la Ley andaluza 2/1989, de 18 de julio, por la que se aprueba el Inventario de Espacios Naturales Protegidos de Andalucía y se establecen Medidas Adicionales para su Protección, prevé que la ordenación de los espacios naturales aprobados por la propia comunidad autónoma prevalezca o vincule a la planificación urbanística municipal. Dice así el art. 15 de ley andaluza: “1. Los terrenos de las reservas naturales y parajes naturales quedan clasificados a todos los efectos como suelo no urbanizable objeto de protección especial; 2. La consejería de obras públicas y transportes promoverá la adecuación de oficio del planeamiento urbanístico a la reglamentación de los parques naturales”. (Véase sobre esta regulación la STS de 19 de noviembre de 2010, RC 5535/2006). En este caso es el poder urbanístico municipal el que se somete al poder ambiental autonómico.


    22. La prevalencia de las decisiones autonómicas sectoriales (respecto de la planificación urbanística municipal) tiene como límite que la decisión u ordenación sectorial autonómica sea, a su vez, compatible con la legislación básica estatal de suelo. En este sentido, el Tribunal Supremo considera que un gobierno autonómico no puede aprobar un proyecto de ordenación territorial en el que se disponga la transformación urbanística de suelo clasificado en un plan general municipal como no urbanizable por su calidad ambiental. Pues en tal caso el gobierno autonómico estaría infringiendo la Ley de Suelo del Estado (anterior art. 12.2 a) TRLS 2008 y vigente art. 21.2 a) TRLS 2015), según la cual quedan preservados de la transformación urbanística los terrenos que así disponga el plan urbanístico municipal en atención a sus valores naturales (STS de 5 de julio de 2012, RC 4066/2010). Esta argumentación es paradójica. Pues de facto priva de eficacia a aquellas leyes autonómicas que expresamente establecen la prevalencia de la ordenación territorial (autonómica) sobre la planificación urbanística municipal.


     


    2. Prevalencia de la ordenación general del territorio sobre el planeamiento urbanístico


    23. Las comunidades autónomas, en ejercicio de su competencia legislativa exclusiva sobre ordenación del territorio y urbanismo, suelen hacer prevalecer la ordenación territorial general sobre el planeamiento urbanístico. En el caso de la Comunidad de Madrid, en el artículo 14.5 de la ley 9/1995, de Medidas de Política Territorial, Suelo y Urbanismo, se establece que “los instrumentos de Ordenación del Territorio a que se refiere este artículo pueden desarrollarse a través de Actuaciones de Interés Regional y de Planes Urbanísticos. En todo caso vinculan a unas y otros, cualquiera que sea su iniciativa”.


    24. El problema que surge, en este contexto, es el posible vaciamiento de la autonomía urbanística municipal por medio de un vasto ejercicio de la ordenación territorial. Hay que subrayar que la ordenación del territorio es competencia exclusiva de las comunidades autónomas. En cambio, conforme a las propias leyes urbanísticas autonómicas, la planificación urbanística es una tarea administrativa compartida entre los ayuntamientos y la Administración autonómica (cada ayuntamiento aprueba inicial y provisionalmente su plan general de ordenación urbana [PG]; y corresponde a la Administración autonómica la aprobación definitiva del PG municipal). A la vista de esta distribución competencial entre comunidades autónomas y municipios, y de la prevalencia generalizada de la ordenación territorial sobre la urbanística, se puede observar el riesgo de que planes de ordenación del territorio muy detallados (con asignaciones o prohibiciones de usos muy singularizados para concretas parcelas) vacíen de contenido a la planificación urbanística municipal. Y, con ello, se prive a los ayuntamientos de un ámbito tan característico de su autonomía como es la planificación urbana.


    25. Con carácter general, la jurisprudencia es condescendiente con los planes territoriales autonómicos que condicionan al planeamiento urbanístico en relación con bienes o espacios característicos de clara trascendencia supramunicipal (espacios naturales, litoral). Así, por ejemplo, la jurisprudencia permite que un “Plan Director del Litoral” —aprobado por una comunidad autónoma— imponga al planeamiento urbanístico la clasificación de determinados espacios costeros como “suelo no urbanizable” (STS de 20 de diciembre de 2012, RC 3424/2009). Sin embargo, la misma jurisprudencia pone límites a los planes territoriales que no se dirigen a la ordenación de espacios característicos sino que, más bien, cumplen una tarea de ordenación similar a la urbanística. Así, el Tribunal Supremo ha considerado nulo, por infringir la autonomía municipal (art. 140 CE), un proyecto de ordenación territorial del Gobierno de La Rioja por el que se acuerda la creación de una “ecociudad” con numerosas viviendas en suelo no urbanizable especial del municipio de Logroño. Según el Tribunal, esta decisión —por su clara trascendencia sobre la ordenación urbanística de la ciudad de Logroño— no la puede adoptar en solitario la Comunidad Autónoma (STS de 5 de julio de 2012, RC 4066/2010).

  


  
     


     


     


    Capítulo II.

    Competencias estatales, autonómicas y locales


     


    I. Sistema de distribución de competencias


    1. En la actualidad, la ordenación del suelo de las ciudades (urbanismo) es tarea de las comunidades autónomas y de los municipios. Los municipios actúan en el marco de las leyes urbanísticas o de suelo de cada comunidad autónoma. La situación descrita es el resultado de la descentralización del Estado desde la aprobación de la Constitución, en 1978. Precisamente es el urbanismo, como asunto muy próximo a los ciudadanos, donde más claramente se observa el proceso de descentralización regional y municipal del Estado. Aunque este proceso no está exento de conflictos. De un lado, el Estado aún incide notablemente sobre el urbanismo autonómico mediante títulos competenciales concurrentes (por ejemplo: competencia para fijar las condiciones básicas de disfrute del derecho de propiedad urbana, conforme al art. 149.1.1 CE; o competencia legislativa exclusiva sobre expropiación forzosa, según el art. 149.1.18 CE). Y del otro lado, la descentralización local (el reconocimiento de autonomía a los municipios, provincias e islas) encuentra importantes resistencias y límites en las comunidades autónomas: bien porque las comunidades se reservan la aprobación definitiva de los planes urbanísticos municipales; bien porque superponen “directrices de ordenación del territorio” a la planificación urbanística de cada ciudad.


    2. Tal y como ya se ha avanzado, el urbanismo es materia de competencia exclusiva de todas las comunidades autónomas (como también lo son la ordenación del territorio y la vivienda). Así lo establece expresamente, por ejemplo, el art. 26.1.4 del Estatuto de Autonomía de Madrid. Hasta 2006, los estatutos de autonomía se limitaban a enunciar llanamente el “urbanismo” como materia competencial autonómica. El nuevo Estatuto de Autonomía de Cataluña (2006), luego seguido por el nuevo Estatuto de Autonomía para Andalucía (2007), introdujo más precisión y detalle en la identificación de la materia competencial “urbanismo”.


    3. Ahora, el art. 149.5 del nuevo Estatuto catalán define así la competencia autonómica sobre urbanismo: “Corresponde a la Generalitat, en materia de urbanismo, la competencia exclusiva, que incluye en todo caso:


    a) La regulación del régimen urbanístico del suelo, que incluye, en todo caso, la determinación de los criterios sobre los diversos tipos de suelo y sus usos.


    b) La regulación del régimen jurídico de la propiedad del suelo respetando las condiciones básicas que el Estado establece para garantizar la igualdad del ejercicio del derecho a la propiedad.


    c) El establecimiento y la regulación de los instrumentos de planeamiento y gestión urbanística, así como de su procedimiento de tramitación y aprobación.


    e) La política de suelo y vivienda, la regulación de los patrimonios públicos de suelo y vivienda y el régimen de la intervención administrativa en la edificación, la urbanización y el uso del suelo y el subsuelo.


    f) La protección de la legalidad urbanística, que incluye, en todo caso, la inspección urbanística, las órdenes de suspensión de obras y licencias, las medidas de restauración de la legalidad física alterada, así como la disciplina urbanística.”


    Con esta técnica de descripción detallada de la materia “urbanismo” se pretendía “blindar” la competencia urbanística autonómica frente a posibles injerencias del Estado, basadas en competencias estatales concurrentes con el urbanismo. Este objetivo ha quedado en parte desvirtuado por la STC 31/2010, sobre el Estatuto catalán, que categóricamente niega que un Estatuto pueda evitar el despliegue de las competencias concurrentes del Estado (FFJJ 58 y 59). Es cierto que la STC 31/2010 no declaró inconstitucional el nuevo art. 149.5 del Estatuto catalán, por lo que es incuestionable que la Generalitat dispone de competencia exclusiva sobre todos los aspectos del urbanismo enunciados detalladamente en el art. 149.5 EAC. Pero, al mismo tiempo, el Tribunal Constitucional ha dejado claro que esa exclusividad es “impropia” porque no impide la concurrencia de la competencia autonómica con otras competencias sectoriales del Estado relacionadas con el urbanismo.


    4. El alcance de la competencia autonómica exclusiva sobre urbanismo ha quedado definida, fundamentalmente, en dos sentencias del Tribunal Constitucional: la STC 61/1997, que declaró inconstitucional una buena parte del Real Decreto Legislativo 1/1992, de 26 de junio, por el que se aprobaba el Texto Refundido de la Ley sobre el Régimen del Suelo y Ordenación Urbana (TRLS 1992); y la STC 164/2001, sobre la Ley 6/1998, de 13 de abril, de Régimen del Suelo y Valoraciones (LRSV). Posteriormente, las SSTC 148/2012 y 141/2014 reiteran la misma doctrina en relación con el Texto Refundido de la Ley de Suelo del Estado (Real Decreto Legislativo 2/2008), hoy derogado por el nuevo Real Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana (TRLS 2015). Los criterios expresados en las citadas sentencias se repiten en otros procesos menos relevantes (por ejemplo: SSTC 170/2012, FJ 8; 233/2012, FJ 4; 94/2013, FJ 4). En estas sentencias se enuncia una misma doctrina: el urbanismo es competencia exclusiva de las comunidades autónomas, pero el Estado puede “incidir” sobre el urbanismo siempre y cuando se cumplan dos requisitos: que la “incidencia” se base en otros títulos competenciales del Estado, concurrentes con la materia “urbanismo”; y que la “incidencia” estatal no sea desproporcionada (esto es, que no sacrifique la competencia urbanística autonómica más que en lo imprescindible).


    5. Así lo expresa sintéticamente la STC 164/2001 (FJ 4):


    “Al igual que hicimos en la STC 61/1997, FJ 5, debemos recordar que las Comunidades Autónomas son titulares, en exclusiva, de las competencias sobre urbanismo. La competencia legislativa sobre urbanismo permite a las Comunidades Autónomas fijar sus propias políticas de ordenación de la ciudad, y servirse para ello de las técnicas jurídicas que consideren más adecuadas. Una de esas técnicas jurídicas puede ser, entre otras, la definición o conformación de las facultades urbanísticas de la propiedad urbana. Ahora bien, también en la STC 61/1997, FJ 5, dijimos que “la exclusividad competencial [de las Comunidades Autónomas] sobre urbanismo no autoriza a desconocer la competencia que, con el mismo carácter, viene reservada al Estado por virtud del art. 149.1 CE., tal como ha precisado la STC 56/1986, de 13 de mayo (FJ 3), referida al urbanismo, y la STC 149/1991, de 4 de julio (FJ 1.b), relativa a ordenación del territorio. Procede, pues, afirmar que la competencia autonómica en materia de urbanismo ha de coexistir con aquellas que el Estado ostenta en virtud del art. 149.1 CE, cuyo ejercicio puede condicionar, lícitamente, la competencia de las Comunidades Autónomas sobre el mencionado sector material”. En el mismo sentido añadimos, en el FJ 6 b) de la misma STC 61/1997, que “la competencia autonómica exclusiva sobre urbanismo ha de integrarse sistemáticamente con aquellas otras estatales que, si bien en modo alguno podrían legitimar una regulación general del entero régimen jurídico del suelo, pueden propiciar, sin embargo, que se afecte puntualmente a la materia urbanística”. Este resultado nada tiene de desviación competencial o injerencia ilegítima: es la consecuencia natural de la distribución completa de materias competenciales entre el Estado y las Comunidades Autónomas. Las anteriores premisas sirven como explicación del método seguido en el enjuiciamiento de la LRSV: corresponde al Tribunal Constitucional, en primer lugar, constatar si los concretos preceptos impugnados están amparados en alguna materia competencial del Estado. Y si se cumple esta premisa, aún corresponde al Tribunal enjuiciar si la incardinación a priori de la norma impugnada en una materia estatal lleva consigo una injerencia o restricción de la competencia urbanística autonómica”.


     


    II. Títulos competenciales del Estado con incidencia en el urbanismo


    6. Como ya se ha dicho, el Estado puede “incidir” sobre el urbanismo autonómico a partir de títulos competenciales propios. De entre estas competencias estatales, dos son especialmente relevantes: regulación de las condiciones básicas que aseguren la igualdad de todos los españoles en el ejercicio de los derechos y deberes constitucionales (art. 149.1.1 CE); y regulación exclusiva sobre expropiación forzosa (art. 149.1.18 CE). De forma complementaria —aunque ya con alcance más limitado— también el Estado puede incidir sobre el urbanismo a partir de sus competencias sobre: legislación básica de contratos y concesiones administrativas (art. 149.1.18 CE); sistema de responsabilidad patrimonial de las Administraciones públicas (art. 149.1 18 CE); obras públicas, infraestructuras e instalaciones del Estado, como instalaciones de defensa (art. 149.1.4 CE) o puertos y aeropuertos de interés general (art. 149. 1. 20 CE); protección básica del medio ambiente (art. 149.1. 23 CE); bases y coordinación de la actividad económica (149.1.13 CE); régimen jurídico de las Administraciones públicas y procedimiento administrativo común (art. 149.1.18 CE); y legislación civil (art. 149.1.8 CE). Estos son los títulos competenciales con los que el Estado normalmente incide sobre el urbanismo autonómico. Pero, más allá de estas competencias típicas, en principio cualesquiera otros títulos competenciales estatales, como el régimen básico de la energía (art. 149.1.25 CE), también pueden dar lugar a incidencias estatales sobre el urbanismo autonómico (SSTC 170/2012, FJ 10, y 233/2012, FJ 4).


     


    1. Igualdad básica en el disfrute del derecho de propiedad


    7. Conforme a la jurisprudencia constitucional, el art. 149.1.1 CE sólo permite al Estado incidir sobre el urbanismo autonómico cuando de lo que se trata es de igualar a todos los españoles en el ejercicio de un derecho constitucional. Aquí “derecho constitucional” no significa necesariamente “derecho fundamental” (esto es, alguno de los derechos protegidos por el recurso de amparo y enumerados en los artículos 14 a 29 CE). El Tribunal Constitucional acepta como “derechos constitucionales” los enunciados en el capítulo segundo del Título I CE; y entre ellos, para el ámbito del suelo y urbanismo, los derechos de propiedad (art. 33.1 CE) y de libre empresa (art. 38 CE). Así que el Estado es competente para fijar “condiciones básicas” tendentes a asegurar la igualdad de todos los españoles en el ejercicio de los derechos constitucionales de propiedad (inmueble) y de libre empresa (urbanística).


    8. Más recientemente, tanto la Ley 8/2007, de 28 de mayo, de Suelo, como el posterior TRLS 2008 y el vigente TRLS 2015, parecen introducir también “condiciones básicas” para la igualación del ejercicio de los derechos a un medio ambiente adecuado (art. 45 CE) y a una vivienda digna (art. 47 CE). Es el caso de la obligación de los planes municipales de reservar al menos un 30 por 100 del nuevo suelo residencial para vivienda de protección pública (art. 10.1 b) TRLS 2008 y actualmente art. 20.1 b) TRLS), obligación declarada no inconstitucional en la STC 141/2014, FJ 8 A. b). Esta obligación legal está claramente dirigida a hacer realidad el derecho constitucional a una vivienda digna (art. 47 CE) de las personas con rentas bajas. De esta forma, el Estado busca ampliar su posible “incidencia” sobre el urbanismo, recuperando parte del terreno perdido en las SSTC 61/1997 y 164/2001. Pero esta opción no es pacífica. Conforme al artículo 53.3 CE, esos preceptos sólo son invocables directamente ante los tribunales en los términos de las leyes que los desarrollan. Y en esa medida caben dudas de que los “derechos” de los arts. 45 y 47 CE sean “derechos constitucionales” a los efectos de la competencia estatal ex art. 149.1.1 CE.


    9. El segundo requisito exigido por el Tribunal Constitucional a las “intervenciones limitadas” del Estado (en materia urbanística) es la finalidad igualadora. Este requisito resulta algo tautológico. Pues, por definición, todo Derecho del Estado es por su propia naturaleza igualador. De forma natural, las leyes del Estado —por lo general abstractas y generales— disponen un régimen jurídico igual para todos sus destinatarios. Por otro lado, la forma tradicional de regular el estatuto de la propiedad urbana por el Estado (en la actualidad, distinguiendo entre dos “situaciones básicas”, la de suelo “rural” y la de suelo “urbanizado”) lo que crea verdaderamente es desigualdad (entre los dos grupos de propietarios de suelo, los de suelo “rural” frente a los de suelo “urbanizado”). Más aún: el plan urbanístico, al que implícitamente remite la legislación estatal para configurar el estatuto jurídico de cada parcela, es causa de desigualdad, más que de igualación. El plan, en la asignación de un uso y aprovechamiento específico a cada parcela (en función de cuál sea la “situación básica” en que se encuentre) lo que determina son notables diferencias de valor económico entre propietarios, no igualación.


    10. En tercer lugar, el Tribunal Constitucional establece que las intervenciones del Estado sobre el urbanismo (ex art. 149.1.1 CE) han de ser sólo “básicas” o “principiales”. Esto es, el Estado no puede uniformar el régimen de la propiedad del suelo. Puede igualar, pero sólo a través de pautas básicas. Surge así la difícil cuestión de determinar cuándo una norma estatal rebasa o no la línea de lo básico o principial. Con carácter general, el Tribunal Constitucional considera que una norma estatal es “de condiciones básicas” si la regulación es lo suficientemente abierta como para que quede un margen de actuación u opción reguladora a las comunidades autónomas. De la STC 164/2001 se pueden extraer algunas precisiones sobre el alcance de la competencia igualadora del Estado. Aunque esas precisiones se enunciaron a partir de la triple clasificación del suelo entonces vigente (urbano, urbanizable y no urbanizable), los mismos criterios se pueden proyectar hoy sin dificultad sobre la clasificación bimembre de las “situaciones básicas” en el TRLS 2015: “rural” versus “urbanizado”


    a) La fijación de las clases generales de suelo (hoy, las “situaciones básicas” de suelo “rural” y suelo “urbanizado) puede considerarse “condición básica” del derecho de propiedad urbana. Esto no excluye la posibilidad de que las comunidades autónomas establezcan otras clasificaciones de suelo paralelas (por ejemplo, a efectos de gestión o urbanización, no para fijar el valor de la propiedad urbana: STC 164/2001, FF JJ 12 y 13).


    b) Los criterios de clasificación del suelo (hoy, las “situaciones básicas” de suelo “rural” y suelo “urbanizado”) también pueden ser establecidos por el Estado: son “condiciones básicas” del derecho de propiedad siempre que permitan el suficiente margen de opción o desarrollo a las comunidades autónomas (STC 164/2001, FJ 14). Lo dicho para la “clases de suelo” vale ahora también para las “situaciones básicas de suelo” del vigente art. 21 TRLS 2015).


    c) Finalmente, pueden incluirse en el concepto de “condiciones básicas de la propiedad urbana” los derechos y deberes básicos de la propiedad en cada clase o “situación básica” de suelo. Esto es: cesiones obligatorias y gratuitas en el suelo rural y urbanizado; derecho a edificar en suelo urbanizado; prohibiciones de usos constructivos en suelo rural. Aunque las determinaciones urbanísticas para la eficacia de esos derechos y deberes corresponden a las comunidades autónomas, el Estado puede establecer las pautas o condiciones básicas para el futuro desarrollo autonómico, garantizando de esta manera la igualdad de todos los españoles en torno a dos estatutos de la propiedad del suelo, el del suelo rural y el del suelo urbanizado.


    11. Un ejemplo característico de deber urbanístico establecido por el Estado es el deber de cesión obligatoria (por los propietarios) de una parte del aprovechamiento urbanístico de cada finca. En la STC 61/1997 se pone de relieve que “…el art. 149.1.1. C.E., puede comprender el establecimiento como condición básica que garantice la igualdad en el ejercicio del derecho de propiedad— de un mínimo del aprovechamiento urbanístico objeto de apropiación, esto es, el contenido básico o elemental del derecho de propiedad urbana (bien sea por referencia a algunos criterios básicos o principios generales que hayan de observarse en todo el territorio nacional, bien sea acudiendo incluso a alguna fórmula abstracta que permita una cuantificación, siempre que en uno y otro caso no exceda de las condiciones básicas ni se invada por esta vía la competencia urbanística). También puede el Estado fijar un criterio mínimo en punto a la recuperación por la comunidad de las plusvalías generadas por la acción de los entes públicos (art. 47 C.E.), en caso de que opte por un modelo de devolución a través de la determinación del aprovechamiento urbanístico susceptible de apropiación. En todo caso, esta regulación estatal ha de dejar un margen dentro del cual las Comunidades Autónomas puedan ejercer sus competencias. No cabe sino concluir que la regulación del art. 27 T.R.L.S. es contraria al orden constitucional de distribución de competencias, en primer lugar, por el carácter fijo y no mínimo tanto de la determinación del aprovechamiento urbanístico susceptible de apropiación por los propietarios, como implícitamente de la recuperación por la comunidad de las plusvalías urbanísticas; en segundo lugar, porque tal determinación la establece acudiendo a un complejo entramado de concretas técnicas urbanísticas (áreas de reparto, aprovechamiento tipo), que pertenecen a la competencia exclusiva en materia de urbanismo de las Comunidades Autónomas (art. 148.1.3. C.E.)”. Con estas palabras el Tribunal Constitucional llega a la conclusión de que el Estado puede, ex art. 149.1.1 CE, imponer formulas abstractas del cálculo del aprovechamiento urbanístico, pero no puede establecer una fórmula fija que prácticamente elimine el margen de actuación de las comunidades autónomas. Así, por ejemplo: el Estado puede establecer lícitamente que las cesiones de aprovechamiento urbanístico en suelo sujeto a transformación urbanística vayan del 5 al 15 por 100 de lo correspondiente a cada parcela. Pero no puede el Estado, en cambio, establecer un porcentaje fijo y único de cesión de aprovechamiento urbanístico para toda España (así, por ejemplo, el 15 por 100 al que se refería el TRLS 1992).


    12. Las “condiciones básicas” de ejercicio del derecho de propiedad del suelo, establecidas por el Estado, vinculan a las leyes urbanísticas de las comunidades autónomas. Así, en la STC 54/2002, resultante del recurso de inconstitucionalidad interpuesto por el Estado contra el art. único, apartado 1, de la Ley vasca 11/1998, de 20 de abril, ciertas “condiciones básicas” sobre la propiedad del suelo urbano de la LRSV 1998 (la exoneración de cesiones obligatorias de aprovechamiento urbanístico en el suelo urbano consolidado) se convierten en canon indirecto o complementario de constitucionalidad de la norma urbanística vasca (la que fija una cesión obligatoria del 15 por 100 del aprovechamiento urbanístico asignado por el plan a cada parcela de suelo urbano consolidado). Para que este juicio de constitucionalidad fuera posible fue necesario que previamente el propio Tribunal concluyera que las “condiciones básicas” estatales eran, a su vez, respetuosas con el “bloque de la constitucionalidad” en materia urbanística, bloque compuesto por la Constitución más los estatutos de autonomía. Muy similar es lo declarado por el Tribunal Constitucional en la posterior STC 365/2006, sobre la Ley castellano-manchega 2/1998, de 4 de junio, de Ordenación del Territorio y de la Actuación Urbanística (hoy derogada).


     


    2. Legislación expropiatoria


    13. La competencia exclusiva sobre expropiación forzosa también permite al Estado “incidir” —siquiera de forma limitada— sobre la legislación urbanística de las comunidades autónomas. En la STC 61/1997, sobre el TRLS 1992, se afirma que la competencia sobre expropiación forzosa le permite al Estado regular de forma completa y acabada el procedimiento y las garantías expropiatorias generales, pero no aprobar normas expropiatorias específicas para el urbanismo, salvo que estas normas especiales sean simple traslación o “modulación” de las reglas expropiatorias generales. Pero no está autorizado el Estado para regular de forma especial la expropiación urbanística (FFJJ 30, 31 y 32). Esta doctrina se reitera, en relación con el TRLS 2008, en la STC 148/2012, FFJJ 6 y 8. Por ejemplo, el Estado puede regular con todo detalle y extensión la reversión expropiatoria, para cualesquiera expropiaciones generales. Pero no puede establecer un régimen singular de reversión para el urbanismo (salvo simples adaptaciones o “modulaciones” de las reglas generales sobre reversión)


    14. Para comprender de manera más clara estas afirmaciones demos dos ejemplos:


    a) El art. 48 de la Ley de Expropiación Forzosa, de 16 de diciembre de 1954 (LEF), tan sólo contempla el pago del justo precio expropiatorio en dinero. En cambio, el art. 37 LRSV de 1998 (ya derogado) establecía que el pago de la indemnización sería en dinero salvo acuerdo distinto. En este caso, el art. 37 LRSV establecía una sencilla y proporcional modulación de lo regulado en el art. 48 LEF, no un sistema indemnizatorio específico y diferente para las expropiaciones urbanísticas. Por eso mismo, la regulación estatal no excedía de la competencia exclusiva del Estado para regular las garantías generales expropiatorias, lo que incluye las posibles modulaciones urbanísticas (STC 164/2001, FJ 37).


    b) El art. 54.1 LEF establece que “en el caso de no ejecutarse la obra o no establecerse el servicio que motivó la expropiación así como si hubiera alguna parte sobrante de los bienes expropiados, o desapareciese la afectación, el primitivo dueño o sus causahabientes podrán recobrar la totalidad o la parte sobrante de lo expropiado, mediante el abono a quien fuera su titular de la indemnización”. Por su lado, el vigente art. 47.1 TRLS 2015 contempla que “si se alterara el uso que motivó la expropiación del suelo en virtud de modificación o revisión del instrumento de ordenación territorial y urbanística, procede la reversión”. Entre las dos normas citadas hay una clara similitud en la manera de enfocar el fenómeno de la reversión. En la LEF se contempla la posibilidad de que el antiguo propietario recupere el bien expropiado (en caso de que la Administración no cumpla con el fin que motivó la expropiación forzosa), mientras el art. 47 TRLS 2015 regula la reversión en caso de que la Administración no cumpla con el fin establecido en el planeamiento. Es claro que la regulación estatal de la reversión urbanística no difiere en esencia de la regulación reversional general: sólo especifica o modula los requisitos generales de la reversión para el específico sector urbanístico. Por ello, el régimen estatal de la reversión urbanística no excede de la competencia exclusiva sobre expropiación forzosa (art. 149.1.18 CE), aun cuando claramente “incide” en la competencia autonómica —también exclusiva— sobre urbanismo.


    15. De otro lado, conforme a la doctrina establecida en la STC 37/1987, la determinación de las causas de utilidad pública o interés social que puedan justificar una expropiación urbanística (“causa expropriandi” urbanística) corresponde al titular de la competencia sectorial. Por eso, serán las comunidades autónomas quienes, con carácter general, establezcan las posibles causas de expropiación forzosa por razones urbanísticas, siempre que esa fijación de causas expropiatorias sea propiamente sectorial, sólo por motivos urbanísticos, e instrumental, esto es, no esconda un intento de configuración global del derecho de propiedad sobre un tipo de bienes (como las viviendas: STC 93/2015, FJ 13). En todo caso, dado que el Estado dispone de competencia legislativa para regular las “condiciones básicas” sobre el disfrute de la propiedad del suelo, resulta posible que el propio Estado fije como “causa expropriandi” la infracción de los deberes anejos a la propiedad del suelo (STC 61/1997).


     


    3. Legislación básica sobre contratos y concesiones administrativas


    16. Este título competencial del Estado (art. 149.1.18 CE) aún no ha desarrollado su verdadero alcance en el ámbito urbanístico. Para captar su posible relevancia hay que partir de la calificación de la obra urbanizadora (esto es, la transformación del suelo urbanizable en solares mediante la construcción de viales, aceras, alcantarillado, etc.) como una forma de obra pública, posible objeto de un “contrato” o “concesión” administrativa con propietarios o empresas urbanizadoras (BAÑO, 2007: 152). Partiendo de que la obra urbanizadora puede ser objeto de un contrato administrativo, el Estado podría establecer las bases normativas de dicho tipo contractual (art. 149.1.18 CE).


    17. Que la obra urbanizadora puede ser objeto de un contrato administrativo se deduce con cierta claridad en las leyes urbanísticas autonómicas que siguen el modelo de la Ley valenciana 6/1994, de 15 de noviembre, reguladora de la Actividad Urbanística (hoy derogada). Conforme a este modelo de legislación urbanística autonómica, la gestión de unidades de actuación o la obra urbanizadora puede ser adjudicada por los ayuntamientos a los propietarios del suelo o a empresas urbanizadoras que concurren en un procedimiento competitivo convocado por el ayuntamiento. Esta posibilidad de concurrencia competitiva entre propietarios de suelo y empresas promotoras, para obtener la adjudicación de la gestión urbanística o la obra urbanizadora, refuerza la idea de que estamos ante contratos públicos que podrían ser objeto de regulación (básica) estatal. Este planteamiento se sigue expresamente en el ATC 133/2002, sobre la Ley valenciana de 1994. Posteriormente, el Tribunal Supremo ha venido a ratificar el carácter contractual del “convenio” de gestión urbanística con promotores, hoy regulado en la vigente Ley valenciana 5/2014, de 25 de julio, de Ordenación del Territorio, Urbanismo y Paisaje: SSTS de 22 de noviembre de 2006 (RC 3961/2003) y 27 de marzo de 2007 (RC 6007/2003).


    18. También la jurisprudencia europea ofrece argumentos para sostener que la obra urbanizadora es objeto de una adjudicación o contrato público (con los propios propietarios del suelo o con empresas promotoras). La sentencia del Tribunal de Justicia de 12 de Julio de 2001 (C-399/98), asunto Scala de Milan, trata de resolver una cuestión prejudicial —elevada por un órgano jurisdiccional italiano— sobre la conformidad con el Derecho europeo de los contratos de una ley lombarda que permitía que los propietarios de suelo se encargaran directamente de la urbanización de sus terrenos (obviamente, conforme al plan urbanístico) sin necesidad de un procedimiento de licitación donde pudieran concurrir otros sujetos (empresas promotoras) interesadas en ejecutar la obra urbanizadora a cambio de un precio. A juicio del Tribunal de Justicia, la transformación o urbanización del suelo (previa a la edificación) presenta las características propias de una obra pública, por lo que era aplicable la (entonces vigente) Directiva 93/37/CEE del Consejo, sobre coordinación de los procedimientos de adjudicación de los contratos públicos de obras (hoy sustituida por la Directiva 2004/18/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, sobre coordinación de los procedimientos de adjudicación de los contratos públicos de obras, de suministros y de servicios). Dos son las conclusiones que derivan de esta sentencia: primera, que la obra urbanizadora bien puede considerarse el objeto de un contrato de obra pública (lo que, trasladado a España, haría emerger la idea de que el Estado tiene competencia ex art. 149.1.18 CE para regular el régimen básico de esos contratos “de obra urbanizadora”). Y segunda conclusión, que pueden no ser conformes con el Derecho europeo aquellos sistemas urbanísticos (como el actualmente vigente en la Comunidad de Madrid) que excluyen de forma absoluta toda posible concurrencia de empresas promotoras —junto a los propietarios del suelo— para ser adjudicatarias de obras de urbanización (infra § XI.21).


    19. El planteamiento descrito (la consideración de la obra urbanizadora como objeto de un contrato público) no se altera —pese a las apariencias— con la STJ de 26 de mayo de 2011, Comisión c. España (c-306/08). En el proceso, la Comisión había impugnado las leyes urbanísticas valencianas (la Ley 6/1994 y la posterior Ley 16/2005) por supuesta infracción de las Directivas europeas sobre coordinación de la contratación (hoy: Directiva 2004/18/CE del Parlamento Europeo y el Consejo, de 31 de marzo de 2004). La sentencia resuelve que los “programas de actuación integrada” (PAI) de la legislación valenciana no son propiamente “contratos de obra pública”, por lo que no serían de aplicación las directivas europeas de contratación pública. En realidad, la STJ no cuestiona que la adjudicación de un PAI a un promotor sea un contrato; incluso apunta (apartado 97) a que podría tratarse de un contrato de servicios. Lo que dice el Tribunal de Justicia es más sencillo: que el PAI no es en sí un proyecto de obras sino un encargo de gestión o equidistribución, aunque a ese encargo de “gestión” seguirán luego, lógicamente, un proyecto de urbanización y la correspondiente ejecución material de las obras (lo que sí será, en su caso, objeto de un contrato de obra). En consecuencia, el TJ se limita a afirmar que la adjudicación de un PAI no es directamente la adjudicación de una obra, por lo que no sería aplicable la Directiva 2004/18/CE referida, entre otros, al contrato de obra pública. Pero lo que en ningún caso dice el TJ es que dicha adjudicación no sea contractual. Dice, simplemente, que el encargo de gestionar un PAI no incluye la realización de la obra, por lo que no hay contrato de obra pública en los términos de la Directiva 2004/18/CE. Más allá incluso de la inexistencia de un “contrato de obra pública”, aún se podría cuestionar si verdaderamente el contrato tiene el carácter “oneroso” para la Administración que exige el Derecho europeo (LAZO, 2012: 463).


    20. Si bien es cierto que la obra urbanizadora podría ser regulada de forma básica por el Estado (en tanto posible objeto de un contrato público) lo cierto es que, actualmente, en el Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Contratos del Sector Público (TRLCSP), no existen bases estatales específicas y adecuadas para la obra urbanizadora. Y difícilmente puede encajar la obra urbanizadora, tal y como se regula en las leyes urbanísticas, en los tipos contractuales específicos del TRLCSP. Pues, en puridad, la adjudicación de una obra urbanizadora no es: ni un contrato de gestión de servicio público (porque no hay servicio público alguno en el sentido del art. 8 TRLCSP); ni un contrato de concesión de obra pública (porque no hay explotación de servicio alguno, como exige el art. 7.1 TRLCSP); ni un contrato de obra, porque no está claramente presente el contenido oneroso para la Administración (precio) al que se refiere el art. 2.1 TRLCSP. En consecuencia, a la adjudicación de obra urbanizadora sólo le serían aplicables los principios y reglas generales del TRLCSP, pero no las regulaciones específicas para los distintos tipos de contratos regulados en la propia ley.


     


    4. Sistema de responsabilidad patrimonial del Estado


    21. Conforme al art. 149.1.18 CE el Estado es competente para aprobar el sistema de responsabilidad de todas las Administraciones públicas. Mediante este título competencial el Estado puede incidir sobre la ordenación urbanística de las comunidades autónomas. Para entender el posible alcance de esta competencia estatal hay que tener en cuenta que la actividad urbanística pública puede ocasionar daños a los particulares. Así, los ayuntamientos pueden provocar daños al incluir en sus planes urbanísticos deberes desproporcionados sobre los propietarios (por ejemplo, deberes de mantenimiento de fachadas históricas); o modificando intempestivamente un plan urbanístico que aún está en ejecución; o al otorgar licencias de edificación luego anuladas judicialmente. Pues bien, la indemnización o reparación de estos posibles “daños urbanísticos” puede regularse por el Estado (STC 164/2001, FFJJ 34 y 37). Esto es, el Estado no sólo es competente para regular la responsabilidad patrimonial de las Administraciones públicas en general (ésta es la regulación hoy contenida en los arts. 32 a 35 LRJSP) sino que también puede regular específicamente la responsabilidad patrimonial en materia urbanística. Con respeto a esta regulación, las comunidades autónomas podrán añadir otros supuestos indemnizatorios adicionales, esta vez sólo para su territorio. En la actualidad, la competencia estatal sobre responsabilidad patrimonial urbanística tiene su más clara expresión en el art. 48 TRLS 2015, que configura como “supuestos indemnizatorios” tanto la modificación anticipada del planeamiento como las vinculaciones o limitaciones singulares de la propiedad del suelo, la revocación anticipada de licencias de edificación, la anulación judicial de licencias inválidas, o la ocupación de terrenos para la ubicación de dotaciones públicas. Las leyes urbanísticas de las comunidades autónomas normalmente se limitan a reproducir, con escasas variaciones, este catálogo de supuestos indemnizatorios.


    22. El Tribunal Constitucional (STC 94/2003, FJ 8) parece haber entendido que la competencia estatal sobre el “sistema de responsabilidad” no tiene por qué limitarse a la indemnización por daños sino que se puede extender a otras consecuencias jurídicas patrimoniales derivadas del incumplimiento de las normas urbanísticas (como, conforme al art. 191.5 de la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, de Patrimonio de las Administraciones Públicas [LPAP]), el incumplimiento por un ayuntamiento del deber de asignar uso a los terrenos de titularidad estatal, incumplimiento municipal del que deriva el deber de mantenimiento y custodia del terreno estatal mientras no se le asigne un uso concreto en el plan municipal). Esta nueva comprensión de la competencia estatal sobre “responsabilidad” se inscribe en una tendencia jurisprudencial, claramente perceptible, a ampliar los títulos de intervención estatal sobre el urbanismo autonómico.


     


    5. Obras públicas, infraestructuras e instalaciones del Estado


    23. El Estado dispone de competencias exclusivas sobre algunas infraestructuras. Por ejemplo, puertos y aeropuertos de interés general (art. 149.1.20 CE); o instalaciones para la defensa (art. 149.1.4 CE). Estas competencias permiten al Estado incidir de forma sustancial sobre el urbanismo. Por ejemplo, imponiendo reservas de suelo para esas infraestructuras estatales (y vinculando con ello la planificación urbanística). Y ordenando los usos del suelo en el interior de aquellas infraestructuras estatales. Con todo, y como venimos reiterando, esta posible incidencia estatal no puede suponer el vaciamiento de las competencias autonómicas (e incluso municipales) en materia de urbanismo.


    24. En la STC 204/2002 se enjuiciaba la posible infracción de la competencia urbanística autonómica por medio de la regulación estatal de los usos del suelo en los espacios aeroportuarios. El art. 166.2 de la ley 13/1996, de 30 de diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden Social, establece que el plan especial urbanístico que debe desarrollar el sistema general aeroportuario “se formulará por AENA”, siendo AENA una entidad pública dependiente del Estado. Esta atribución competencial exclusiva suscitaba problemas de constitucionalidad, al no permitirse que el plan especial se formulara también por las Administraciones competentes en materia urbanística. Concluye aquí el Tribunal Constitucional que “no cabía negar la legitimidad de que el Estado planifique territorialmente el ejercicio de sus competencias sectoriales haciendo uso de los instrumentos que estime idóneos” (FJ 10).


     


    6. Protección básica del medio ambiente


    25. El art. 149.1.23 CE atribuye al Estado competencia básica para la protección del medio ambiente. Mediante este título competencial el Estado puede condicionar el ejercicio de las competencias urbanísticas de las comunidades autónomas. Así, por ejemplo, con base en el art. 149.1.23 CE el Estado ha aprobado la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de Evaluación Ambiental. Por medio de esta ley se imponen límites a la planificación urbanística de los usos del suelo. También, cuando la Ley 43/2003, de 21 de abril, de Montes, impide los usos urbanísticos del suelo quemado (art. 50), está condicionando, por razones ambientales, la regulación urbanística de las comunidades autónomas (STC 162/2014, FJ 4).


    26. Tradicionalmente, el Estado ha apoyado su regulación del suelo no urbanizable en —entre otras— la competencia básica sobre protección del medio ambiente. Pero, hasta hoy, la jurisprudencia constitucional ha impedido una comprensión expansiva de este título competencial. Justamente por el riesgo de que un título competencial de estructura transversal, como la protección básica del medio ambiente, vacíe de contenido la competencia propiamente urbanística. Así que la jurisprudencia constitucional ofrece, hasta hoy, una comprensión del suelo menos ambiental que urbanística. Pero más recientemente, tanto el TRLS 2008 como la STC 141/2014 y el vigente TRLS 2015 ofrecen una comprensión marcadamente medioambiental del régimen del suelo. Ya no sólo como una característica propia del suelo no urbanizable sino como un factor determinante de toda ordenación urbanística del suelo. Nada hay que objetar a esta impregnación ambiental del urbanismo; pero sí al riesgo de que, por esta vía, el Estado limite el alcance de la competencia urbanística de las comunidades autónomas.


     


    7. Bases y coordinación de la actividad económica


    27. Este título competencial del Estado, regulado en el art. 149.1.13 CE, presenta un alcance muy limitado en materia urbanística. La STC 61/1997 (FJ 4), vio en esta competencia estatal un riesgo de vaciamiento de la competencia urbanística de las comunidades autónomas. Por eso, sin negar la relevancia económica del urbanismo, el Tribunal Constitucional consideró que la competencia más relevante para regular la actividad urbanizadora y edificatoria es la de “urbanismo” (autonómica), y no la de coordinación económica (estatal). Conforme a esta doctrina general sólo en materia de vivienda de protección pública se ha reconocido al Estado un cierto margen para incidir ex art. 149.1.13 CE sobre el urbanismo autonómico (SSTC 152/1988, FJ 2; 94/2013, FJ 9; 141/2014, FJ 5 C).


    28. Esta comprensión limitada de la incidencia estatal en el urbanismo ex art. 149.1.13 CE está en proceso de cambio. El TRLS 2008 (hoy reproducido en el vigente TRLS 2015) insistía, tanto en su preámbulo como en su Disposición final, en la competencia estatal sobre bases y coordinación de la economía como uno de los fundamentos del régimen estatal del suelo. Esta comprensión expansiva de la competencia estatal fue aceptada por la STC 141/2014, FJ 8 A.b). Más allá aún, la Ley 8/2013, de 26 de junio, de Rehabilitación, Regeneración y Renovación Urbanas (LRRRU), hoy integrada en el TRLS 2015, basaba en la competencia estatal ex art. 149.1.13 CE la regulación de una nueva orientación de las políticas urbanísticas hacia la recuperación de los núcleos urbanos ya existentes, frente a la expansión de la ciudad (Disposición final 19ª). Es cierto que, como dice el preámbulo de esta última ley, la recuperación de los núcleos urbanos de las ciudades, para estimular su uso residencial, activa un sector económico tan relevante como el constructivo. Pero, conforme a la jurisprudencia constitucional hasta hoy, la simple relevancia económica no justifica la actividad del Estado en cualquier sector de la realidad (como el urbanismo). La necesidad de estimular la economía en general —y la constructiva en particular— no puede hacerse a costa de las competencias urbanísticas autonómicas sino a través del sistema constitucional de distribución territorial del poder (GIFREU, 2013: 35). Las dudas sobre el fundamento competencial de la LRRRU se proyectan hoy sobre el TRLS 2015, en la medida en que ha integrado y sustituido a la LRRRU (infra § III.17).
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